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Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe


PROYECTO DE COMUNICACION

LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE SANTA FE vería con agrado que el Poder Ejecutivo Provincial dé cumplimiento a la Resolución Nº 137 del 5 de Julio de 2004 del Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda, que creó una Comisión Investigadora, que en el plazo de treinta días debía analizar y determinar presuntas irregularidades cometidas en el proceso licitatorio de la Obra “Avda. Circunvalación Oeste y Acceso Norte a la Ciudad de Santa Fe – Sección III – Tramo: Calle Gorostiaga – RN Nº 11 al Norte de la localidad de Recreo”, haciendo público el informe y remitiendo copia del mismo a esta Cámara de Diputados.

Sr. Presidente:

Las presuntas irregularidades cometidas en el proceso licitatorio de la Obra “Avda. Circunvalación Oeste y Acceso Norte a la ciudad de Santa Fe” no son una controversia administrativa más en el intrincado devenir de la obra pública santafecina. Tales irregularidades se presumen sobre una obra que quedará grabada en la historia de nuestro pueblo tanto por su falta, en el momento preciso, como por su polémica concreción.



¿Puede el futuro de los habitantes de Santa Fe tramitarse de manera tan postergada y poco transparente?



El tema tomó repercusión en varios momentos posteriores a la inundación de abril de 2003. En principio se anunció (en los primeros días de mayo de 2003) la ejecución de una obra en instancias críticas, puesto que ni las metas electorales y menos aún el estado de desesperación y búsqueda de soluciones en la que se encontraba la población de la ciudad de Santa Fe luego de la catástrofe debiera motivar decisiones apresuradas y falsas panaceas a semejantes problemáticas.



En segundo término se convoca a un Concurso de Precios con un “Anteproyecto Avanzado” falto de definiciones que hicieran válidos sus cómputos y presupuestos para adjudicar una obra de esta envergadura.



Se pueden seguir especificando infinidad de incertidumbres, divergencias y dudas al respecto pero sin ir mas lejos el tema toma estado público a través de denuncias de asociaciones civiles y de publicaciones de los medios en junio de 2004. 



Haciendo eco de la problemática, investigando y evaluando situaciones y metodologías para resolver este delicado conflicto a favor de no repetir historias pasadas (recordemos que la ejecución de los tramos I y II tuvo disyuntivas similares y hasta llegó a ser observado el proceso por parte del Tribunal de Cuentas) diputados de la oposición presentamos un proyecto para constituir en el seno de esta Cámara una Comisión Investigadora, propuesta que fue rechazada por el oficialismo con el fundamento de que el Poder Ejecutivo ya se encontraba investigando.



Pasaron mas de cuarenta días desde la emisión de la Resolución del Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda que otorgaba un plazo de treinta días para que la Comisión eleve al propio organismo el Informe respectivo; no se han remitido copias a esta Cámara sobre un tema de tan contundente significado y se ha pasado por alto la inmensa preocupación de representantes de los ciudadanos que en este cuerpo se han ocupado por resolver este conflicto.



Muchas han sido las vicisitudes vividas por la sociedad santafecina tanto en materia de inundaciones como en trastornos de movilidad y transporte por conflictos originados en la génesis y ejecución de obras públicas.



En estos últimos dieciséis meses la memoria colectiva santafecina ha sufrido tener que sumar a sus malos recuerdos de la catástrofe de 2003, penurias aún no resueltas, necesidades insatisfechas y, como si ello fuera poco, la incertidumbre de que una vez más se esté jugando su destino en una obra prioritaria para la seguridad de la ciudad toda.



Tanto en materia de seguridad y de bregar por una mejor calidad de vida de nuestros ciudadanos, así como de resguardar sus intereses económicos analizando el destino del erario público, es que debe esta Cámara estar al tanto de las conclusiones que al respecto han arribado las autoridades de aplicación.



Asimismo el acceso público a esta información es un derecho que debemos hacer valer por el carácter primordial que contiene para nuestros ciudadanos que como legítimos representantes hemos de defender.
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